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I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 12 de agosto de 2004 una petición presentada por R.G.L.
 (en adelante “peticionario”), en representación de Rogelio Morales Martínez, indígena del pueblo popoluca (en adelante “presunta víctima”). La petición se presentó en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Estado” o “Estado mexicano” o “México”), por no brindarse a la presunta víctima un intérprete que le permita defenderse y comprender las acusaciones en su contra, así como una defensa eficaz en un juicio penal seguido en su contra.
2. El peticionario alega que el Estado mexicano es responsable por la violación del derecho consagrado en el artículo 8 (garantías judiciales) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en perjuicio de la presunta víctima. 
3. Por su parte, el Estado sostiene que la petición no debe ser admitida porque el peticionario no agotó los recursos de la jurisdicción interna. Asimismo, alega que el peticionario busca que la CIDH se convierta en un tribunal de cuarta instancia.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional en perjuicio de Rogelio Morales Martínez. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 12 de agosto de 2004 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 728-04. El 23 de mayo de 2008, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de México, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. El Estado envió su respuesta el 25 de julio de 2008. Dicha comunicación fue debidamente trasladada al peticionario.
6. Además, la CIDH recibió información del Estado el 24 de diciembre de 2009 y 2 de junio de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.


Cuestión preliminar sobre el trámite de la petición
7. El Estado manifiesta en el presente caso que la demora entre la recepción de la petición y su tramitación “ha rebasado cualquier límite de temporalidad y razonabilidad” pues la petición fue transmitida al Estado 4 años después de que fuera presentada por el peticionario. Agrega que esto deja en una situación de indefensión al Estado, no importando si el retraso es consecuencia de una falta de diligencia por parte de los peticionarios o un retraso indebido por parte de la Comisión. En consecuencia, solicita que la CIDH considere la posibilidad de declarar la improcedencia de la petición.
8. La CIDH, mediante comunicación de fecha 14 de diciembre de 2009, expresó al Estado que “el tiempo transcurrido desde que la Comisión recibe una denuncia hasta que la traslada al Estado, de acuerdo con las normas del sistema interamericano de derechos humanos, no es, por sí solo, motivo para que se decida archivar la petición”. Asimismo indicó que la Comisión ha señalado que “en la tramitación de casos individuales ante la Comisión, no existe el concepto de caducidad de instancia como una medida ipso iure, por el mero transcurso del tiempo”
. Sin perjuicio de lo anterior, la CIDH señaló que evaluará el planteamiento del Estado, la información remitida por el peticionario y la incidencia de la demora en la materia del caso, en el informe pertinente sobre la petición.

9. Sobre el particular, la CIDH observa que a la fecha de redacción del presente informe, los hechos que dieron origen al reclamo subsisten por lo que reitera que en la tramitación de casos individuales ante la CIDH, no existe el concepto de caducidad de instancia como una medida ipso iure por el transcurso del tiempo. Asimismo, toda la información proporcionada ha sido trasladada a ambas partes para la presentación de las observaciones que se estimen oportunas, en observancia de las disposiciones convencionales y reglamentarias pertinentes.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
El peticionario

10. El peticionario alega que Rogelio Morales Martínez, indígena del pueblo popoluca, asentado en la comunidad indígena de Amamaloya, perteneciente al municipio de San Pedro Soteapan en el Estado de Veracruz, fue acusado en el año 2002 del delito de homicidio de Matías Gutiérrez Cruz.
11. Señala que el 28 de abril de 2002, a las nueve de la noche fue sacado de su domicilio por funcionarios de la policía de Seguridad Pública del Estado, sin que mediara orden de arresto o cateo. Indica que estuvo retenido durante toda la noche y que fue interrogado por agentes de la policía hasta las tres de la madrugada del 29 de abril, donde fue puesto a disposición del Agente Primero Investigador del Fuero Común. Indica que fue interrogado sin proporcionarle un traductor ya que no hablaba español y que las autoridades le hicieron firmar una declaración sin leer.
12. Afirma asimismo que durante la declaración ministerial, la presunta víctima no contó con la representación de un abogado o persona de confianza que le asistiera, y le fue asignado como defensor un pasante de derecho.

13. Por acuerdo del Agente del Ministerio Público, la presunta víctima habría sido llevada el 29 de abril por la tarde a su comunidad para reconstruir los hechos y tampoco se le habría auxiliado con un traductor. No obstante, el Ministerio Público determinó ejercer acción penal en su contra y lo remitió al Juzgado Primero de Primera Instancia del Distrito Judicial de Acayucan, Veracruz, el 30 de abril del 2000. 

14. Sostiene que en el Juzgado se detectó que la presunta víctima no hablaba español, por lo que se le asignó para esa diligencia y por todo el juicio a un intérprete quien le informó sobre el delito que se le imputaba, los hechos y la declaración que había rendido y firmado ante el Agente del Ministerio Público Investigador. La presunta víctima manifestó a través de su intérprete que la declaración ante el Ministerio Público no era acorde con los hechos que se le imputaban, negándose a ratificar dicha declaración, y dando una nueva versión de los hechos.  Sin embargo, pese a no ratificar la declaración rendida ante el órgano investigador, el juzgado dictó auto formal de prisión tomando en cuenta la declaración no ratificada. Esta decisión sostiene, fue apelada y ratificada por la Sala Quinta del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Veracruz.
15. Indica que el 10 de octubre de 2002, el Juez Primero de Primera Instancia con sede en la ciudad de Acayucan, Veracruz, tomando en cuenta la declaración ministerial rendida ante al Ministerio Público y sin valorar lo dicho en el Juzgado Penal, dictó sentencia en contra de la presunta víctima y le impuso una pena de 19 años de prisión, multa de sesenta días de salario mínimo y el pago de la reparación del daño. Frente a dicha sentencia presentó un recurso de amparo directo que le fue concedido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito con sede en Boca del Río. 
16. Atendiendo a la resolución del Tribunal, el 29 de agosto de 2003 manifiesta que los Magistrados de la Tercera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado modificaron la sentencia recurrida, reduciendo la pena a 18 años 9 meses de prisión, multa de 60 días de salario mínimo y el pago a la reparación del daño. Indica que no se hizo un estudio de fondo sobre las leyes y garantías violadas en su perjuicio. Inconforme con dicha resolución, la presunta víctima interpuso un nuevo recurso de amparo. Mediante sentencia de fecha 7 de julio de 2004, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal determinó sobreseer el juicio de garantías. 
17. Según la información aportada por el peticionario, en diversas etapas del proceso se habrían impugnado la falta de interpretación y los hechos relacionados con la supuesta detención arbitraria, entre otras cuestiones vinculadas al debido proceso. En base a los recursos internos señalados en los párrafos anteriores, se habrían agotado los recursos a nivel interno.
B. 
El Estado 

18. El Estado alega que la petición no debe ser admitida porque el peticionario no agotó los recursos de la jurisdicción interna. Asimismo alega que el peticionario busca que la CIDH se convierta en un tribunal de cuarta instancia.
19. Contrariamente a lo señalado por el peticionario respecto a que la presunta víctima fue detenida el 28 de abril de 2002 durante el transcurso de la noche con el fin de interrogarlo, el Estado indica que Rogelio Morales Martínez fue detenido en un camino de terracería a las 3.30 del 29 de abril de 2002 y puesto a disposición del Agente del Ministerio Investigador. A las 6:30 horas, una vez determinada la legal detención y retención, comenzó a contar el término constitucional de 48 horas para determinar la investigación ante la autoridad judicial.
20. El 30 de abril de 2002, después de haber desahogado múltiples diligencias, se determinó ejercer acción penal en contra de la presunta víctima por la probable comisión del delito de homicidio calificado y se consignó la indagatoria al Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de Acayucán, Veracruz. Inconforme con dicha determinación ministerial, la presunta víctima interpuso un recurso de apelación ante la Quinta Sala del Tribunal Superior de Justicia, instancia que la ratificó.
21. El Estado informa que el 10 de octubre de 2002, el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de Acayucán dictó sentencia condenatoria en contra de la presunta víctima, imponiéndole una pena de 19 años de prisión, multa de 60 días de salario mínimo y la obligación de de reparar el daño. Contra dicha sentencia la presunta víctima interpuso recurso de apelación que confirmó la sentencia de primera instancia.
22. El 10 de abril de 2003, el Sr. Morales interpuso un recurso de amparo. El 29 de agosto de 2003, la Tercera Sala Superior de Justicia del Estado, modificó la sentencia dictada y le redujo la pena a 18 años y 9 meses de prisión. Inconforme con dicha decisión, el Sr. Morales promovió un nuevo juicio de amparo que fue sobreseído el 7 de julio de 2004 por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito de Boca del Río, Veracruz. Indica que el 13 de diciembre de 2006, la autoridad judicial federal desechó de plano la última demanda de amparo interpuesta por el Sr. Morales Martínez, sin que ésta fuera impugnada por la presunta víctima.
23. El Estado asimismo sostiene que el peticionario busca que la CIDH se convierta en una cuarta instancia. Afirma que de ninguna manera ha obstaculizado o no ha garantizado el derecho de la presunta víctima a recurrir cualquier determinación judicial. Prueba de ello es que tuvo acceso a diferentes recursos judiciales donde incluso pudo apelar el fallo de su condena y se le redujo la pena. Indica que la determinación judicial sobre la responsabilidad penal de la presunta víctima se encuentra apegada a las garantías y protecciones judiciales establecidas en la Convención.
24. Según el Estado, el Sr. Rogelio Morales se encuentra actualmente recluido en el Centro de Readaptación Social de la ciudad de Xalapa, Veracruz, por la comisión del delito de homicidio. Además sostiene que paralelamente se le instruyó la causa penal 45/2002 por la comisión del delito de portación de arma de fuego sin licencia, en la que se encontró culpable y se le impuso una pena de prisión por 3 años, que concluyó el 27 de mayo de 2005. El Estado no se pronuncia en su respuesta sobre los alegatos relacionados con la falta de interpretación o falta de defensa letrada. No obstante, señala que como parte de las actividades que realiza la presunta víctima en el centro penitenciario, colabora en un grupo católico, pertenece al grupo de alcohólicos anónimos y cursa el primer año de secundaria; actividades que indica el Estado, por su naturaleza únicamente pueden llevarse a cabo por medio del idioma español.
25. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, sostiene que se observa la falta de agotamiento en dos episodios distintos, al momento de la presentación de la petición ante la CIDH, el cual se demuestra con la posterior promoción de recursos internos por el peticionario, y el segundo dos años después al no haber promovido ningún recurso – específicamente el recurso de revisión -  contra la última determinación judicial de 2006 emanada a nivel interno.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personæ, ratione loci, ratione temporis y ratione materiæ

26. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dichos tratados.  
27. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya que se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

28. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 
29. En el presente caso, el Estado sostiene que el peticionario no agotó los recursos internos, primero cuando presentó la petición ante la CIDH lo que se demuestra con la interposición de recursos internos posteriores, y, dos años después, al no haber promovido recurso contra la última determinación judicial a nivel interno que desechó la demanda de amparo en el 2006. El Estado señala que el peticionario tenía a su disposición el recurso de revisión. Por su parte, el peticionario argumenta que agotó los recursos internos. 
30. En base a la información aportada por las partes, la CIDH observa que mediante sentencia de fecha 10 de octubre de 2002 emitida por el Juez Primero de Primera Instancia de Acayucán en el proceso penal 120/2002, se declaró a Rogelio Morales Martínez penalmente responsable por el delito de homicidio calificado y se le impuso la pena privativa de libertad de 19 años, multa de 60 días de salario mínimo así como al pago de una reparación. La presunta víctima interpuso recurso de apelación que fue resuelto por la Tercera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado, el 29 de noviembre de 2002, confirmando la sentencia condenatoria.
31. Frente a dicha sentencia, la presunta víctima interpuso un recurso de amparo. La Tercera Sala Superior de Justicia del Estado, con fecha 10 de abril de 2003, modificó la sentencia recurrida a 18 años y 9 meses de prisión.
32. El Sr. Morales promovió un nuevo juicio de amparo que según el Estado fue sobreseído el 7 de julio de 2004 por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito de Boca del Río, Veracruz. El peticionario no ha controvertido dicha afirmación. Posteriormente, según el Estado, el 13 de diciembre de 2006, la autoridad judicial federal desechó de plano la última demanda de amparo interpuesta por el Sr. Morales Martínez, sin que ésta fuera impugnada por la presunta víctima. Dicha afirmación no ha sido controvertida por el peticionario.
33. La CIDH asimismo observa que en diferentes etapas del proceso, como por ejemplo, frente al auto formal de prisión, antes de la emisión de la primera sentencia condenatoria y en el tercer recurso de amparo interpuesto, la presunta víctima impugnó la presunta falta de interpretación, así como los hechos relacionados con la supuesta detención arbitraria, entre otras cosas relacionadas con el debido proceso. Asimismo, observa que la presunta víctima agotó los recursos ordinarios y asimismo presentó tres recursos de amparo, una que le redujo la pena privativa de libertad otro que fue sobreseído y uno tercero que no prosperó. 
34. Al respecto, la CIDH ha establecido que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan necesariamente la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles. En efecto, la Corte Interamericana ha sostenido que “en todos los ordenamientos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.”
 Tanto la Corte, como la Comisión han sostenido en reiteradas oportunidades que “(…) la regla que exige el previo agotamiento de los recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios”
. En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida
.
35. Tomando en cuenta la secuencia de recursos interpuestos y agotados y, con base en los términos del artículo 46 de la Convención, la Comisión concluye que el requisito de previo agotamiento se encuentra satisfecho. En consecuencia, la Comisión Interamericana verifica que se han agotado los recursos previstos por la legislación mexicana y determina que la petición analizada cumple el requisito exigido en el artículo 46.1.a de la Convención.
2.
Plazo para presentar la petición

36. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada.  

 

37. En el presente caso, mediante sentencia de 7 de julio de 2004 se resolvió el segundo juicio de amparo y la petición fue recibida el 12 de agosto de 2004.  Según información proporcionada por el Estado, el 13 de diciembre de 2006, la autoridad judicial federal desechó de plano la tercera demanda de amparo interpuesta posteriormente por el Sr. Morales Martínez. En consecuencia, la CIDH concluye que este requisito se encuentra satisfecho.

3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
38. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
39. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
40. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
41. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados, en caso de resultar probados, caracterizarían posibles violaciones de los derechos garantizados en los artículos 7, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional
.
V. CONCLUSIONES

42. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los artículos 7, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional, respecto de Rogelio Morales Martínez. 
43. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 7, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado en perjuicio de Rogelio Morales Martínez.
2.
Notificar esta decisión a las partes. 

3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.


Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de julio de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión.
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


�  El peticionario solicitó reserva de identidad en la petición inicial presentada ante la CIDH el 12 de agosto de 2004. 


� Véase CIDH, Informe No. 33/98, Caso 10.545, Clemente Ayala Torres y otros v. México, 15 de mayo de 1998, párr. 28; CIDH, Informe No. 68/08, Caso 12.671, Ernesto Trevisi v. Argentina, 16 de octubre de 2008, párr. 26.


�Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C �No. 4. párrs 64 y 66; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 111; Corte I.D.H., Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 117.


� Corte I.D.H., Asunto de Viviana Gallardo y otras. Serie A No.G 101/81, párr. 26.


� CIDH, Informe N° 57/03 (Admisibilidad), petición 12.337, Marcela Andrea Valdés Díaz c. Chile, 10 de octubre de 2003, párr. 40.


� Ver CIDH, Informe 49/08, Petición 261-04, Ricardo Ucán Seca (México), 24 de julio de 2008.
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